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Las Defensorías Zonales llevan adelante
una laborfundamentalen la inclusión de
los sectores marginadosdel mundo del De-
recho. A partir de la descentralización de
estas dependencias, el PoderJudicial salió

en busca de aquellos que no podían llegar
hasta las sedes de los Tribunales, y puso a
su disposición unfuncionario accesible, que
comparte su entorno y que trabaja inter-
disciplinariamente. Estos defensores instru-
mentanlasfuerzas que operan en dichos
grupossociales y actúan preventivamente,
precediendo los conflictos o interviniendo
antes de que se agudicen. El presente ar-
tículo se proponedescribir susfunciones,
detallarlos desafíos que se les presentan en
su cotidianidad y puntualizar acerca dela
implementación en su labor del nuevo Có-
digo Civil y Comercial.

La problemática del acceso
a la Justicia

En nuestra sociedad actual, no todos

los ciudadanosse encuentran en igua-

les condiciones en materia de acceso

a la Justicia.

La Constitución Nacionalestablece en
su art. 16' la igualdad de todoslos ciu-

dadanosantela ley. A partir de la re-

formaconstitucional de 1994 fueron
incorporadoslos tratados internacio-

nales que especificamente consagran

este derechoen el art. 75 inc. 22*, en-
tre ellos los arts. 8 y 10 de la «Declara-

ción Universal de los Derechos Huma-
nos»”, art. 2.3 del «Pacto Internacional
de DerechosCiviles y Políticos»* y el

art. 8.1 de la «Convención Americana
sobre Derechos Humanos»”.

Sin embargo, másallá del reconoci-

miento de tales derechosy garantías

por el ordenamientojurídico, en la rea-

lidad cotidiana se genera una distan-

cia entre su declaración normativa y

su realización práctica. Dicho fenóme-

no se evidencia en los vastos secto-

res sociales que debido a sus condicio-

nesde vida se encuentran marginados

delsistema judicial. Esta situación de-

be ser especialmente contemplada, ya

que setrata de un derecho indispen-

sable para asegurar el cumplimiento

de las garantías y los demás derechos

consagradosporla legislación.
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Dicha marginación encuentra diversas

causas. Por un lado, obedece a cues-

tiones económicas,ya que realizar trá-

mites judiciales implica erogaciones

de sumasde dinero con las que cier-

tos sectores dela población no cuen-

tan. Existen programaso políticas gu-

bernamentales que ponena disposi-

ción de los mismos una defensa más
económica o incluso gratuita. Sin em-

bargo, en ocasionesni siquiera pue-

den afrontarlos costos de trasladarse
hasta los lejanos lugares deatención,

a menudo ubicadosen las zonas cén-
tricas de las localidades. En otros ca-

sos,la realización de los trámites exige

demasiadotiempo,lo que ocasiona que

pierdan la magra pagadiaria de susin-

formalestareaslaborales.

En segundolugar, las causas se en-

cuentran en el elefantismo judicial:

formalismo extremo,lenguaje lejano

y difícil de comprender, exceso de bu-

rocracia y tiempos prolongados pro-

pios de la dinámica del sistema judi-

cial. Este fenómenogeneraenla po-

blación más vulnerable una sensación
de temory hacevera la Justicia como
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una institución extraña, ajena, intimi-

dante e incomprensible. Ello propicia

sentimientos de resignación, desam-

paroy frustración, sin obviar que en

ocasioneslleva a las partes implica-

das a zanjar los conflictos con el uso

dela violencia.

Y por último, pero no por ello menos

importante, a partir de la lejanía en-

tre los operadoresde la Justicia y los

sectores marginales, se ha gestado

un fuerte descreimiento respecto de

la laborjudicial. Muchos piensan que

no hay Justicia porqueel sistema tar-

da, porque está lejos, porqueno llega,

porqueestá disposición sólo de aque-

llos que sí cuentan con los recursos

para accederal él.

Entalcontexto, las garantías y dere-

chos consagrados, no parecen más

que un mero recursoretórico. Al res-

pecto, la Corte Interamericana de De-

rechos Humanosafirmó quela obliga-

ción para los Estados quefirmaron la

Convención Interamericana de DDHH
«no se agota con la existencia de un

orden normativo dirigido a hacer po-

sible el cumplimiento de esta obliga-

ción, sino que comportala necesidad

de una conducta gubernamental que

asegure la existencia, en la realidad,

de unaeficaz garantía dellibre y pleno

ejercicio de los derechos humanos»*.

Es porello que esel Estado quientiene

la obligación de promovery llevar ade-

lante las reformas necesarias y poner

a disposición de la ciudadaníalos re-

cursos indispensablesparala satisfac-

ción de las garantías y de los derechos

del ordenamiento jurídico.

En materia de Justicia, la obligación

del Estado es resolver conflictos de
la sociedad y de tal manera mejorar

la convivencia social. Pero en ocasio-
nes,dichos conflictos no se resuelven
tramitando expedientes. El aumento

de personal y la creación de nuevos

juzgados son soluciones muyfrecuen-

temente escuchadas para el mejora-

miento del servicio de Justicia, pero

cuandosetrata de accesoa la Justi-

cia de los sectores vulnerablesse re-
quieren reformas de carácter más pro-

fundoe integral.

Descentralizaciónjudicial: la crea-
ción de las Defensorías Zonales

En el año 1987se dictó la ley N* 10.050

quecreó las denominadas «Defenso-

rías Barriales» en un hechoinédito: se
trató de una medida pioneray de van-

guardia en materia de descentraliza-

ción de dependencias en el ámbito de

la Justicia en nuestro país.

La misma estableció la creación de
cinco Defensorías Zonalesen la ciu-
dad de SantaFe y seis en Rosario, ubi-

cadas en diferentes puntos periféricos

de las ciudades, a cargo de un Defen-

sor Zonalcon las mismasatribuciones
quelos DefensoresCiviles. En la ac-

tualidad, estas dependencias pueden

patrocinar en causas dejurisdicción

voluntaria ante juzgados deDistrito y

Colegiados de Familia.

La descentralización geográfica tuvo

comoprimerobjeto acercar a estas de-

pendenciasa los sectores más vulne-

rables. El Estado decidió iren busca de

aquellos que no llegan hastalas sedes

de los Tribunales, de manerade evitar



que debantrasladarse largas distan-

cias y de esta manera garantizarles un

mejor accesoa la Just:

 

Pero su objeto no se agota enello, ya

que desdesu creación las Defensorías

Zonalesllevan adelante una labor muy

particular. Tomando como premisa la

disminución dela distancia entre las

garantías y derechos consagrados y

la realización práctica de los mismos,

el Defensor Zonal comparte el espacio

de sus atendidos,palpa directamente

sus angustiosas condiciones de vida

y se pone a su alcance, escuchándo-

los directa y personalmente, tomando

conciencia de los problemas que los

aquejan. Se trata de un funcionario ac-

cesible, que atiende en forma inmedia-

ta, con procedimientos expeditivos,te-

niendoen cuentalos resultados prác-

ticos de su intervención. Así, estas de-
pendencias trabajan instrumentando

las fuerzas que operan en los grupos
sociales con los que comparte su en-

torno,lidiando cotidianamente con los

vacíos legales que los caracterizan y

ofreciendo respuestas ajustadas a su

realidad. De esta manera,el conflicto

no es sacadode contexto, sino que se

trabaja cerca y en medio del ámbito en

quese desarrolla.

Las Defensorías Zonales realizan una
labor fundamentalmente preventiva,

precediendoy anticipando el problema

O al menosactuandoantes de que se

agudice, lo cual no sólo constituye una

herramienta máseficaz para resolver

los conflictos sociales sino que se tra-

ta de un mecanismo categóricamente

trascendental para mejorar las condi-

ciones devida de estos grupossociales.

Untrabajo másallá

de lo jurisdiccional

La principal herramienta de traba-

jo de los Defensores Zonales son los

mecanismos de mediacióny concilia-

ción. Estos operadores dejan delado la

perspectiva estrictamente adversarial

y ponena disposición de la ciudadanía

procedimientos breves, pacíficos, eco-

nómicosy efectivos, que atienden a los

intereses reales, concretos y específi-

cos de las partes. Además,la partici-
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pación activa de los protagonistas del

conflicto mejora la relación entre ellos

e impidela recurrencia del mismo.

El trabajo de las Defensorías Zonales

reduce el miedo y la desconfianza al

sistema judicial, despojándolo de la

solemnidad de los procesosy las au-

diencias jurisdiccionales. Y dadala si-

tuación de no poderevitar lalitis, tien-

de a que la misma se resuelva de la

forma másrápiday equitativa posible.

Los operadoresde estas dependencias

trabajan a partir de una mirada inte-

gral, propia deltrabajo interdisciplina-

rio. A partir de la cercanía geográfica

con otras instituciones, generan redes

de trabajo con escuelas,centros de sa-

lud, centros de convivencia barriales,
vecinales, hospitales, oficinas del re-

gistro civil y un gran conjunto de or-

ganizacionese instituciones.Así, rea-

lizan un abordaje integral frente a las

problemáticas que se presentan enla

laborcotidiana de las mismas.

En ocasiones,se presentan situaciones

donde se entrecruzandiferentes con-
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diciones de vulnerabilidad. Las mis-
mas exigen ser abordadas desdedi-

ferentes enfoquesdisciplinarios para

poder abarcar todos los aspectos im-

plicados y de esta manerarealizar in-

tervenciones mejor adaptadasa la si-

tuación en particular.

Se trata entonces de una labor que no

se restringe a lo estrictamente judi-

cial, sino que las Defensorías Zonales

ponen sus recursos a disposición de

la ciudadanía y de otras instituciones

del Estado y dela sociedad a los fines

de colaborar con la resolución de las

diferentes problemáticas que se pre-

sentan en los sectores en condiciones

de vulnerabilidad. En ocasioneslibran
oficios a diferentes Registros de dis-

tintas provincias del país con el obje-

to de obtener documentación,llevan

adelante búsquedas de paradero de

personas, colaboran parala realiza-

ción de trámites previsionales, brin-

dan asistencia en materia de trámites

de documentación, asesoran respecto

de las reparticiones a las que se pue-

de dar intervención para la atención

de ciertas problemáticas, informan so-

bre cómo realizar trámites diversos, e
incluso establecen nexos de conexión
con otras reparticiones públicas o pri-

vadas a losfines de atenderdistintas
problemáticas.

La labor de las Defensorías Barriales
trae comoresultadoun inobjetable des-

congestionamientodela laborjurisdic-

cional, ya sea tanto de las Defensorías

emplazadasenlas sedesde tribunales

comodelos juzgadosdelos diferentes

fueros. Pero tal consecuencia es más
bien secundaria, ya que la tarea de es-

tas dependencias no puede centrarse

en elbeneficio de los operadoresjudi-

ciales sino en elinterés de los sectores

marginadosdel sistemajudicial.

Las implicancias de las Reglas
de Brasilia

Las ReglasdeBrasilia son un conjunto

de recomendacioneselaboradasporla

Cumbre Judicial Iberoamericana que

establecen estándares básicos para

garantizar el acceso a la Justicia de

las personasen condición de vulnera-

bilidad. Fueron aprobadas en marzo de

2008,conla característica de estar di-
rigidas a los poderes públicos en gene-

ral pero conel interés particularmen-

te puesto sobre los operadoresdelos

servicios judiciales.

Este conveniotiene especial relevancia

para la labor de las Defensorías Zona-

les, ya que define un concepto central

en materia de exclusión del sistema de

Justicia: la «vulnerabilidad». La regla

N?3 determina que «se consideran en

condición de vulnerabilidad aquellas

personas que por razón de su edad,

género, estado físico o mental, o por

circunstancias sociales, económicas,

étnicas y/o culturales, encuentran es-

peciales dificultades para ejercitar con

plenitud ante el sistema de justicia los

derechos reconocidos por el ordena-

miento jurídico». Estos sectores son

los destinatarios especificos de las

funciones que llevan adelante estas

dependencias.

  

Por otra parte, la regla N? 28 enfati-

za sobre «la relevancia del asesora-
miento técnico-jurídico parala efecti-



vidad de los derechosde las personas

en condición de vulnerabilidad» en di-
versos ámbitos, entre ellos «el de la
asistencia legal, es decir, la consulta

jurídica sobre toda cuestión suscepti-

ble de afectar a los derechoso intere-

ses legítimos de la persona en condi-

ción de vulnerabilidad, incluso cuando

aún nosehainiciado un proceso ju-

dicial» y «en el ámbito de la defensa,

para defender derechosen el proceso

ante todaslas jurisdicciones y en to-

daslas instancias judiciales». Pero las

recomendacionesnose agotan enello,

sino quela regla N? 30 resalta que de-

be garantizarse «unaasistencia técni-

co-jurídica de calidad y especializada»,

y ademásgratuita.

 

Al mismotiempo, la regla N* 43 hace

especial énfasis en los medios alterna-

tivos de resolución de conflictos, pro-

poniéndolos como apropiados «tanto

antes delinicio del proceso como du-

rantela tramitación del mismo»y ha-

ce hincapié en que «pueden contribuir

a mejorarlas condiciones de acceso a

la justicia de determinados grupos de

personas en condición de vulnerabi-

lidad, así como a descongestionar el

funcionamientode los servicios forma-
les dejusticia».

El impacto del nuevo Código Civil
y Comercial

Ciertas modificaciones implementadas

porel nuevo Código Civil y Comercial han

repercutido especialmente en la labor

cotidiana de las Defensorías Zonales.

En un primeraspecto, los cambios en

materia del ahora denominado ejerci-

cio de la responsabilidad parental exi-

gen la aplicación de herramientas de

mediacióny conciliación para alcan-

zar acuerdossustentablesen el tiem-

po entre los progenitores.Ante la pre-

eminencia que el código impone en

favor de las modalidades de cuidado
personal compartido (sobre todo la

compartida indistinta) deben redoblar
esfuerzos, colaborandoconlas partes

paratratar de encontraralternativas

que resulten beneficiosas tanto para

ellos como para los niños, de mane-

ra de repartir el cuidadoy las cargas
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económicasdela forma más acorde a
la situación particular.

Por otro lado, en materia de divorcios

se impusola exigencia de realizar pro-

puestaso en su defecto conveniosre-

guladoresdelos efectos derivados que

deben acompañara la demanda. Ello

implica realizar un acercamiento entre

las partes, detectando las necesidades

de cada situación personaly así cola-

borar para que las mismas puedanal-

canzar acuerdos.

En otro aspecto,las exigencias impues-

tas en materia de restricción a la capa-

cidad de las personas,las cuales van

en consonancia conlo establecido por

los tratadosy conveniosinternaciona-

les que regulan la materia, han com-

plejizado considerablementelos pro-

cesosjudiciales. Los requisitos y trá-

mites necesarios se han incrementado,
generando una mayorcargadetrabajo

en los justiciables y también en estas

dependencias. De esta manera,las De-

fensorías Zonales deben reducir elim-

pacto que dichos requisitos generan en

la población vulnerable. Ello es posible
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trabajando de manera de propiciar más

celeridadenla realización del trámi-
te, con frecuencia indispensable para

el acceso a beneficios previsionales y

programasdeasistencia social.

Además,el trabajo másallá de lo es-

trictamentejurisdiccional que las De-

fensorías Barriales realizan va en con-
sonancia con lo afirmado porel art.

103 in fine del Código Civil y Comer-

cial, que establece que «en el ámbi-

to extrajudicial el Ministerio Público

actúa ante la ausencia, carencia o in-
acción de los representanteslegales,

cuando están comprometidos los de-

rechos sociales, económicosy cultura-

les». Este aspecto, también enfatiza-
do por otros conveniosinternacionales

como las Reglasde Brasilia, revaloriza

los aspectos prejudiciales de la labor

que estas dependenciasvienen desa-

rrollando desde su creación.

Conclusión

Garantizar el accesoa la Justicia no
puede reducirse a simplemente ofre-

cerpatrocinio gratuito para atender un

ju Setrata de un conceptointegral

queno está estrictamente circunscrip-

toa la actividad formalmentejurisdic-

cional, y requiere la provisión de los

mediosy los recursos indispensables

para la efectiva defensa de los dere-

chosy las garantías consagradas por

partede todos los sectores sociales.

 

En este contexto, la labor de las De-

fensorías Zonales se revaloriza y se

posiciona como un mecanismo que ha

probadoserefectivo para favorecer la

inclusión en el sistema judicial de los

sectores vulnerablesy para el mejora-

miento de su calidad de vida. Porello,
se vuelve indispensable profundizar su

amplitud mediantela creación de más

defensorías barriales en las zonas que

todavía no cuentan con su cobertura.

Estas dependencias han demostrado

que ante unarealidad social cada vez

más compleja, no basta con atender a

las problemáticas con soluciones tra-

dicionales, sino que el contexto actual

exige alternativas originales y dinámi-

cas, que promuevan transformaciones

integrales para garantizar un acceso a

la Justicia más rápidoy efectivo.

Las Defensorías Zonales, con sus fun-

cionarios cercanosa la realidad de los
sectores vulnerables, que dejan de la-

do la perspectiva adversarial y pro-

mueven solucionesintegrales, traba-

jando interdisciplinariamentea partir

de mecanismos de mediación y con-

ciliación, son verdaderos agentes del

cambio social. Generan mayor con-

ciencia sobre las consecuenciaslega-

les de las acciones de las personas,

promuevenla internalización de los

valores querigen la vida en sociedad

y mejoranla integración de los secto-

res excluidos del mundo del Derecho.
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